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D. José Manuel Bandrés Sánchez-Cruzat

D. Antonio Jesús Fonseca-Herrero Raimundo

D. Isaac Merino Jara

D.ª Ángeles Huet De Sande

En Madrid, a 27 de octubre de 2022.

HECHOS

PRIMERO.- Preparación del recurso de casación.

1. El procurador don Pablo Gutiérrez Fernández, en representación de doña  Almudena , preparó recurso de
casación contra la sentencia dictada el 16 de febrero de 2022 por la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, que desestimó el recurso n.º 527/2021, promovido frente
a la resolución del Tribunal Económico-Administrativo Regional de Extremadura de 22 de julio de 2021 que
desestimó la reclamación económico-administrativa interpuesta contra el acuerdo de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria en Cáceres que, por su parte, había desestimado la solicitud de rectificación de la
autoliquidación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas ["IRPF"] del ejercicio 2018.

2. Tras justificar la concurrencia de los requisitos reglados de plazo, legitimación y recurribilidad de la
resolución impugnada, identifica como infringidos:

2.1. El artículo 81.2 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y
sobre el Patrimonio (BOE de 29 de noviembre) ["LIRPF"].

2.2. El artículo 69.9 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas aprobado por Real
Decreto 439/2007, de 30 de marzo (BOE de 31 de marzo) ["RIRPF"].

2.3. La jurisprudencia sobre la naturaleza y los límites del reglamento respecto a la ley contenida en las
sentencias dictadas por la Sección Primera de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 10 de julio de 1992
(rec. 617/1992, ECLI:ES:TS:1992:5717) y de 20 de mayo de 1992 ( ECLI:ES:TS:1992:11825).

2.4. Los artículos 12.2 y 14.7 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (BOE de 4 de mayo) ["LOE"].

2.5. El artículo 31 de la Constitución Española (BOE de 29 de diciembre de 1978) ["CE"].

2.6. La jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea sobre las actividades comparables a efectos
del IVA y que, según la recurrente, resulta extensible a cualquier tributo, contenida en la sentencia de la Sala
Segunda de 17 de febrero de 2005 ( C-453/02 y C-462/02, ECLI: EU:C:2005:92).

3. Razona que tales infracciones han sido relevantes y determinantes de la decisión adoptada en la resolución
recurrida.

4. Subraya que la norma que entiende vulnerada forma parte del Derecho estatal o del de la Unión Europea.

5. Considera que concurre interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia porque se dan
las circunstancias contempladas en las letras b), c) y g), del artículo 88.2 de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa ["LJCA"], así como la presunción contenida en el
artículo 88.3, letra a), de la LJCA.

5.1. La sentencia sienta una doctrina sobre las normas en que fundamenta su fallo que puede ser gravemente
dañosa para los intereses generales [ artículo 88.2.b) LJCA] por cuanto "vulnera [...] los principios jurídicos que
informan las exacciones tributarias a fin de que las mismas se produzcan conforme a los criterios de justicia".

5.2. La doctrina que sienta la sentencia recurrida afecta a un gran número de situaciones, bien en sí misma
o por trascender del caso objeto del proceso [ artículo 88.2.c) LJCA], en atención a que "[e]n el año 2018,
444.225 contribuyentes solicitaron la deducción por gastos en guarderías, número que se estima descendió
un 4 por ciento en 2019, pero que subirá cuando se retome la actividad laboral y profesional de muchas madres
afectadas por la pandemia. En la anualidad indicada supuso 262,11 millones de euros, tal y como se establece
en las Memorias de Beneficios Fiscales que acompaña a los Presupuestos Generales del Estado de 2021 y
2022. Las liquidaciones de estas madres están siendo comprobadas y algunas de las deducciones aplicadas
están siendo eliminadas por no contar las guarderías con autorización de la Administración educativa
competente".
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5.3. La sentencia resuelve un proceso en que se impugnó, directa o indirectamente, una disposición de carácter
general [ artículo 88.2.g) LJCA], "en el caso que nos ocupa: el artículo 69.9 del RIRPF. En este precepto,
bajo la rúbrica de "otras obligaciones formales de información", se introduce un elemento sustancial que
restringe la aplicación del incentivo, y lo desconfigura, cuando exige que las guarderías o centros de educación
infantil autorizados cumplimenten el modelo 233 facilitando tanto los datos de identificación, como "las
correspondientes autorizaciones del centro expedida por la administración educativa competente" [...]".

5.4. Se han aplicado normas en las que se sustenta la razón de decidir sobre las que no existe jurisprudencia
[ artículo 88.3.a) LJCA] y, en particular, en relación con "la alusión que el artículo 81.2 de la LIRPF hace a
guarderías y centros de educación infantil autorizados como entidades independientes y diferenciadas, sin
que las primeras requieran para la aplicación de la deducción disponer de la autorización de la Administración
educativa competente, exigencia introducida extralimitándose en contra del sentir de la Ley por el artículo 69.9
del RIRPF que no debe aplicarse".

6. Por todo lo expuesto reputa conveniente un pronunciamiento del Tribunal Supremo que esclarezca las
siguientes cuestiones:

"1) ¿Exige la redacción literal del artículo 81.2 de la LIRPF que las guarderías tengan "autorización de la
administración educativa competente" o se refiere a los centros de educación infantil, tal y como se establece
en la LOE?

2) ¿Debe interpretarse que el artículo 81.2 de la LIRPF, a pesar de su ubicación en la deducción por maternidad,
tiene una finalidad educativa y no de conciliación familiar y laboral? ¿Si la finalidad es educativa no debería estar
prevista y ser aplicable también a los padres y no sólo a madres trabajadoras para fomentar su reincorporación
al mercado laboral? ¿Es esta distinción discriminatoria? De ser así ¿Por qué no se fija el límite para la deducción
en los seis años del menor de edad, en lugar de a los tres años de edad, que es el final del primer ciclo de
educación infantil y así lo establece el artículo 12.2 de la LOE alegado por la sentencia recurrida?

3) ¿La expresión "gastos de custodia" y su definición legal como "las cantidades satisfechas a guarderías y
centros de educación infantil por la preinscripción y matrícula de dichos menores, la asistencia, en horario
general y ampliado, y la alimentación" se vincula con tareas educativas que justifican la exigencia de la
autorización de la administración educativa? ¿Gastos de custodia son por lo tanto sinónimos de gastos
educativos?

4) ¿El Reglamento se extralimita introduciendo una condición no vinculada a la incorporación de las madres
trabajadoras al mercado laboral en contra del sentir de la ley y de la propia ubicación de la bonificación?
¿Vulnera el principio de igualdad al distinguir entre las madres que dejen la custodia de sus hijos en centros
de educación infantil autorizados y las que los dejen en guarderías, si los servicios prestados son idénticos y
la bonificación se centra los servicios de custodia?

5) Si las guarderías y los centros de educación infantil son entes distintos con un régimen de autorización
diferente; y el artículo 81.2 de la LIRPF se refiere a ambos establecimientos y los distingue, empleando la
conjunción copulativa "y" antes de definir los gastos de custodia financiables: ¿puede el RIRPF tratarlos como
iguales y exigir a las guarderías una autorización de la Administración educativa competente que no disponen
ni precisan para el legal desempeño de su actividad en contra del sentir de la Ley?"

SEGUNDO.- Auto teniendo por preparado el recurso de casación y personación de las partes ante la Sala
Tercera del Tribunal Supremo

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura tuvo por preparado
el recurso de casación en auto de 4 de abril de 2022, habiendo comparecido doña  Almudena , como parte
recurrente, ante esta Sala Tercera del Tribunal Supremo, dentro del plazo de 30 días señalado en el artículo
89.5 LJCA.

De igual modo lo ha hecho, como parte recurrida, la Administración General del Estado, representada y
defendida por la abogada del Estado.

Es Magistrado Ponente el Excmo. Sr. D. Isaac Merino Jara, Magistrado de la Sección.

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS

PRIMERO.- Requisitos formales del escrito de preparación.

1. El escrito de preparación fue presentado en plazo ( artículo 89.1 de la LJCA), la sentencia contra la que
se dirige el recurso es susceptible de recurso de casación ( artículo 86 de la LJCA, apartados 1 y 2) y doña
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Almudena  se encuentra legitimada para interponerlo, al haber sido parte en el proceso de instancia ( artículo
89.1 LJCA).

2. En el escrito de preparación se acredita el cumplimiento de tales requisitos reglados, se identifican con
precisión las normas del ordenamiento jurídico estatal que fueron alegadas en la demanda y tomadas en
consideración por la Sala de instancia. También se justifica que las infracciones imputadas a la sentencia han
sido relevantes para adoptar el fallo impugnado [ artículo 89.2 de la LJCA, letras a), b), d) y e)].

3. El repetido escrito fundamenta especialmente que concurre interés casacional objetivo para la formación
de jurisprudencia porque la sentencia impugnada (i) sienta una doctrina que puede ser gravemente dañosa
para los intereses generales [ artículo 88.2.b) de la LJCA], (ii) afecta a un gran número de situaciones [ artículo
88.2.c) de la LJCA], (iii) resuelve un proceso en que se impugnó, directa o indirectamente, una disposición de
carácter general [ artículo 88.2.g) de la LJCA] y, adicionalmente, (iv) aplica una norma en la que se sustenta la
razón de decidir respecto de la que no existe jurisprudencia [ artículo 88.3.a) de la LJCA]. De las razones que
ofrece para justificarlo se infiere la conveniencia de un pronunciamiento del Tribunal Supremo, por lo que se
cumple también el requisito exigido por el artículo 89.2.f) de la LJCA.

SEGUNDO.- Hechos relevantes a efectos del trámite de admisión del presente recurso de casación.

Un análisis del expediente administrativo y de las actuaciones judiciales nos lleva a destacar como datos
importantes para decidir sobre la admisión a trámite del recurso de casación los siguientes:

1º.- Solicitud de rectificación de autoliquidación

Con posterioridad a la presentación de la autoliquidación correspondiente al IRPF, ejercicio 2018, doña
Almudena  presentó ante la Agencia Estatal de Administración Tributaria en Cáceres solicitud de rectificación
de la mencionada autoliquidación al considerar que tenía derecho al incremento de la deducción por
maternidad declarada, al amparo del artículo 81.2 de la LIRPF, por los gastos de custodia en guardería de sus
hijos.

La solicitud fue desestimada mediante acuerdo de la Oficina gestora de 9 de junio de 2020 en la que, no
discutiéndose el derecho de la solicitante a la deducción por maternidad declarada, no se admitió, sin embargo,
su incremento puesto que entendió que la guardería, cuyos servicios causaron los gastos a considerar para el
incremento de la deducción, no tenía la consideración de guardería o centro de educación infantil autorizado
por la Administración educativa correspondiente, como es requerido por el artículo 69.9 del RIRPF.

2º.- Reclamación económico-administrativa

Frente al anterior acuerdo desestimatorio, la señora  Almudena  formuló reclamación económico-
administrativa. El Tribunal Económico-Administrativo Regional de Extremadura dictó resolución con fecha
22 de julio de 2021 en la que, tras citar y extractar la resolución del Tribunal Económico-Administrativo
Central de 26 de mayo de 2021 (recurso de alzada para unificación de criterio n.º 00-00946-2021), acordó la
desestimación de la reclamación.

3º.- Recurso contencioso-administrativo

Finalmente, la señora  Almudena  interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución
económico-administrativa que se tramitó bajo el número 527/2021 ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura y que fue desestimado mediante sentencia
de 17 de febrero de 2022.

La sentencia indica, primeramente, que "[e]l debate se plantea por la distinta interpretación que las partes
en conflicto hacen del artículo 81.2 de la Ley del Impuesto [...]. La tesis de la Administración es que sólo se
podrá incrementar la deducción por maternidad cuando se trate de gastos de custodia en centros autorizados
por la Administración Educativa, lo que la actora rechaza por no venir así establecido en el precepto legal [...]
limitándose ést[e] a exigir que las guarderías estén autorizadas, lo que nos lleva a la necesidad de licencia
municipal de apertura del establecimiento y no a la necesitad de autorización de la Autoridad educativa [...]" (FJ
1º).

A continuación, tras citar los preceptos controvertidos, constata que "la determinación de que las guarderías
también deben tener la autorización de la Administración educativa para poder operar la ampliación de la
deducción por las cantidades abonadas para tener en ellas los hijos menores de tres años, es una decisión
reglamentaria y no de la Ley. Y sentado que el propio precepto legal remite al Reglamento la determinación de
las condiciones para tener derecho a la ampliación de la deducción, tenemos que preguntarnos si lo ha hecho
sobrepasando el modo como ha delimitado la ley la esencia del derecho a la ampliación de la deducción" (FJ
2º).
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Seguidamente, la sentencia cita diversa jurisprudencia sobre la naturaleza y los límites del reglamento respecto
a la ley (FJ 3º) y, con base en ella, desarrolla la siguiente argumentación, en los fundamentos jurídicos cuarto
y quinto, donde se encuentra la ratio decidendi de la resolución:

"CUARTO. - Para llevar a cabo esta labor, preciso es iniciarla con una nueva lectura de la finalidad de la
ampliación de la deducción, que es, según la Exposición de Motivos, "que no solo estimulará la incorporación
de la mujer al mercado laboral sino que, al tenerse en cuenta tales gastos, facilitará la conciliación de la vida
familiar y laboral y el acceso del hijo menor de tres años al primer ciclo de la educación infantil".

Por tanto, una de las finalidades es el acceso del hijo menor de tres años al primer ciclo de la educación infantil.

Ello supone rechazar el planteamiento de la demanda al traer a colación la contestación del Defensor del
Pueblo, de fecha 26/07/2021, que hace a una queja por un asunto similar, pues en ella sólo se considera como
finalidad de la norma el "fomento de la incorporación de la mujer al trabajo remunerado y el fomento de la
conciliación", concluyendo que son finalidades que "no parece que tengan relación con una autorización al
centro de custodia de los menores, ya que este requisito se refiere a la "educación", la cual no se cita entre
las finalidades de la medida".

Sentado, ello parece razonable que sólo las guarderías que presten el primer ciclo de educación infantil puedan
ser las consideradas por la norma, no las demás, pues sólo las primeras permiten el acceso del hijo menor de
tres años al primer ciclo de la educación infantil. En palabras de la LOE, solo se consideran las guarderías que
tengan carácter educativo (artículo 14.2).

Y partiendo de esta premisa, las normas que regulan "la educación" establecen desde siempre un control
administrativo sobre los centros que la prestan. Así, la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del
derecho a la educación, después de establecer en el artículo 23 que " La apertura y funcionamiento de los
centros docentes privados que impartan enseñanzas tanto de régimen general como de régimen especial se
someterán al principio de autorización administrativa", se preocupa, en el artículo siguiente, de imponer que "
2. Por razones de protección a la infancia, los centros privados que acogen de modo regular niños de edades
correspondientes a la educación infantil quedarán sometidos al principio de autorización administrativa a que
se refiere el artículo 23".

Por su parte la LOE, en la redacción anterior a la llevada a cabo por el artículo único de la L.O. 3/2020, de
29 de diciembre, por la que se modifica la L.O. 2/2006, de 3 de mayo, de Educación ("B.O.E." 30 diciembre),
establecía, en su artículo 14.7 que " Las Administraciones educativas determinarán los contenidos educativos
del primer ciclo de la educación infantil de acuerdo con lo previsto en el presente capítulo. Asimismo, regularán
los requisitos que hayan de cumplir los centros que impartan dicho ciclo, relativos, en todo caso, a la relación
numérica alumnado-profesor, a las instalaciones y al número de puestos escolares".

Esa misma LOE, a partir de la reforma llevada a cabo por la L.O 3/2020, ya impone, con rotundidad, que " 2. Los
centros que acojan de manera regular durante el calendario escolar a niños y niñas con edades entre cero y
seis años deberán ser autorizados por las Administraciones educativas como centros de educación infantil".
Y esta es la razón por la que la guardería de la DIRECCION000 de Extremadura, donde se hacen los gastos de
custodia ahora reclamados, ya dispone también de autorización de la Administración de Educación.

Ello significa que la controversia que ahora resolvemos carece de sentido con posterioridad a esta
modificación.

En definitiva, la finalidad mencionada determina, a nuestro juicio, que el reglamento no ha sobrepasado la
delimitación que la Ley hace de la ampliación de la deducción, cumpliendo correctamente la función de
complemento que le corresponde.

No aceptamos, por tanto, la conclusión de la demanda, que sostiene que para la aplicación de la deducción
por gastos de guarderías debe ser suficiente con que el centro cuente con la pertinente licencia municipal.
Este planteamiento supondría aceptar que cuando la Ley habla de guarderías autorizadas, se está refiriendo
a guarderías en situación de legalidad, no a las clandestinas o ilegales, lo que, evidentemente, no se sostiene.
Por eso cuando la Ley exige autorización tiene que ser una distinta a la que permite el ejercicio de la actividad
con local abierto al público. Y esa autorización es la de la Administración Educativa, pues lo que se pretende
es el acceso del hijo menor de tres años al primer ciclo de la educación infantil.

QUINTO.- Analizamos a continuación el resto de los argumentos esgrimidos en la demanda, comenzando
por rechazar que " una obligación formal de información no puede incidir en la configuración material de un
incentivo fiscal", pues es indiferente el precepto reglamentario, y su rúbrica, en el que se inserte la colaboración
que la Ley establece en favor del Reglamento. Lo determinante es que tal colaboración se haga en los términos
expuestos anteriormente.
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Y ningún obstáculo existe para que el legislador estatal decida terminar de configurar los elementos de
la obligación tributaria principal supeditándolos a una autorización que deberá otorgar la Administración
competente, en cada caso. En este la competencia en materia de "educación" corresponde a las Comunidades
Autónomas, con lo que sólo ellas pueden autorizar a las guarderías para que actúen como centros de
educación infantil en su primer ciclo.

La vulneración del Derecho europeo: libertad de establecimiento y prestación de servicios; principio de unidad
de mercado y ayudas de estado, y de los principios constitucionales de igualdad, capacidad económica, justicia
tributaria y reserva de ley se sustentan en un planteamiento incorrecto. La norma cuestionada tiene una
clara finalidad extrafiscal que la justifica, y la hace inmune a las vulneraciones alegadas, pues persigue unos
objetivos legítimos desde el punto de vista constitucional, destacadamente promover el acceso del hijo menor
de tres años al primer ciclo de la educación infantil, sin que se violen ninguno de los principios esgrimidos en
la demanda, aceptando la Sala los argumentos de la Abogacía del Estado en su contestación."

La citada sentencia constituye el objeto del presente recurso de casación.

TERCERO.- Marco jurídico.

1. La recurrente plantea la necesidad de interpretar el artículo 81.2 de la LIRPF que, en el ámbito de la deducción
por maternidad, dispone lo siguiente:

"2. El importe de la deducción a que se refiere el apartado 1 anterior se podrá incrementar hasta en 1.000 euros
adicionales cuando el contribuyente que tenga derecho a la misma hubiera satisfecho en el período impositivo
gastos de custodia del hijo menor de tres años en guarderías o centros de educación infantil autorizados.

En el período impositivo en que el hijo menor cumpla tres años, el incremento previsto en este apartado podrá
resultar de aplicación respecto de los gastos incurridos con posterioridad al cumplimiento de dicha edad hasta
el mes anterior a aquél en el que pueda comenzar el segundo ciclo de educación infantil.

A estos efectos se entenderán por gastos de custodia las cantidades satisfechas a guarderías y centros
de educación infantil por la preinscripción y matrícula de dichos menores, la asistencia, en horario general
y ampliado, y la alimentación, siempre que se hayan producido por meses completos y no tuvieran la
consideración de rendimientos del trabajo en especie exentos por aplicación de lo dispuesto en las letras b)
o d) del apartado 3 del artículo 42 de esta Ley."

2. También resulta preciso tener en consideración el artículo 69.9 del RIRPF que, bajo la rúbrica "Otras
obligaciones formales de información", establece:

"9. Las guarderías o centros de educación infantil autorizados a que se refiere el artículo 81.2 de la Ley del
Impuesto, deberán presentar una declaración informativa sobre los menores y los gastos que den derecho a
la aplicación del incremento de la deducción prevista en dicho artículo, en la que, además de sus datos de
identificación y los correspondientes a la autorización del centro expedida por la administración educativa
competente, harán constar la siguiente información:

a) Nombre, apellidos y fecha de nacimiento del menor y, en su caso, número de identificación fiscal del menor.

b) Nombre, apellidos y número de identificación fiscal de los progenitores, tutor, guardadores con fines de
adopción o persona que tiene al menor en acogimiento.

c) Meses en los que el menor haya estado inscrito en dicha guardería o centro educativo por mes completo.

d) Gastos anuales pagados a la guardería o centro de educación infantil autorizado en relación con el menor.

e) Importes subvencionados que se abonen directamente a la guardería o centro de educación infantil
autorizado correspondientes a los gastos referidos en la letra d) anterior.

La presentación de esta declaración informativa se realizará en el mes de enero de cada año en relación con
la información correspondiente al año inmediato anterior."

CUARTO.- Cuestión en la que se entiende que existe interés casacional.

Conforme a lo indicado anteriormente, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 88.1 LJCA, en relación con
el 90.4 de la misma norma, esta Sección de admisión aprecia que el recurso de casación presenta interés
casacional objetivo para la formación de jurisprudencia respecto de la siguiente cuestión:

Determinar cómo debe interpretarse la expresión "guarderías o centros de educación infantil autorizados"
contenida en el artículo 81.2, párrafo 1º, de la Ley del IRPF que condiciona la aplicabilidad del incremento del
importe de la deducción por maternidad y, en particular, aclarar si debe entenderse que la autorización exigida
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por el citado precepto a las guarderías o centros de educación infantil es, en todo caso, la otorgada por la
Administración educativa correspondiente.

QUINTO.- Justificación suficiente de que el recurso planteado cuenta con interés casacional objetivo para
la formación de la jurisprudencia.

El precepto cuya interpretación resulta controvertida en el presente recurso es el artículo 81.2 de la Ley del
IRPF, cuya redacción vigente y aplicable al caso fue introducida por el artículo 61 de la Ley 6/2018, de 3 de
julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, y que contempla un incremento del importe de
la deducción por maternidad como consecuencia de los gastos soportados por la custodia de hijos menores
de tres años en guarderías o centros de educación autorizados.

Al respecto, la parte recurrente formula un conjunto de dudas sobre la interpretación que ha de darse a la
expresión "guarderías o centros de educación infantil autorizados" y que, sin perjuicio del análisis definitivo
que proceda realizar, pueden reputarse inicialmente fundadas, a la vista del tenor literal del precepto legal, de
la finalidad de la deducción por maternidad y su incremento declarada en la exposición de motivos de la Ley
6/2018 y de la circunstancia -no determinante en sí misma del interés casacional- de que diversos operadores
jurídicos hayan apreciado dudas semejantes como es el caso del Tribunal Económico-Administrativo Central
en el recurso de alzada para la unificación de criterio n.º 00-0947-2021 que se cita por la parte recurrente, sin
que, en efecto, el precepto haya sido, hasta el momento, objeto de ningún pronunciamiento por parte de esta
Sala Tercera del Tribunal Supremo.

Adicionalmente, dado que se plantea un problema de vaguedad en el alcance de una de las condiciones legales
para tener derecho al incremento de la deducción, cabe apreciar que la cuestión suscitada transciende y es
susceptible de afectar a múltiples otros casos.

En consecuencia, es posible concluir que la cuestión que suscita el presente recurso de casación presenta
interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, porque en la sentencia recurrida se han
aplicado normas que sustentan la razón de decidir sobre las que no existe jurisprudencia del Tribunal Supremo
[ artículo 88.3.a) LJCA] y, además, la cuestión planteada afecta a un gran número de situaciones [ artículo
88.2.c) LJCA], lo que hace conveniente un pronunciamiento del Tribunal Supremo que las esclarezca, en
beneficio de la seguridad jurídica y de la consecución de la igualdad en la aplicación judicial del Derecho
( artículos 9.3 y 14 CE).

SEXTO.- Admisión del recurso de casación. Normas que en principio serán objeto de interpretación.

1. En virtud de lo dispuesto en el artículo 88.1 de la LJCA, en relación con el artículo 90.4 de la LJCA, procede
admitir este recurso de casación, cuyo objeto será, por presentar interés casacional objetivo para la formación
de la jurisprudencia, la cuestión descrita en el razonamiento jurídico cuarto.

2. Las normas que, en principio, serán objeto de interpretación son:

2.1. El artículo 81.2 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes
y sobre el Patrimonio.

2.2. El artículo 69.9 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas aprobado por Real
Decreto 439/2007, de 30 de marzo.

Ello sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente trabado
en el recurso, ex artículo 90.4 de la LJCA.

SÉPTIMO.-Publicación en la página web del Tribunal Supremo.

Conforme a lo dispuesto por el artículo 90.7 de la LJCA, este auto se publicará íntegramente en la página web
del Tribunal Supremo.

OCTAVO.- Comunicación inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto.

Procede comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto, como dispone
el artículo 90.6 de la LJCA, y conferir a las actuaciones el trámite previsto en los artículos 92 y 93 de la LJCA,
remitiéndolas a la Sección Segunda de esta Sala, competente para su sustanciación y decisión de conformidad
con las reglas de reparto.

Por todo lo anterior,

La Sección de Admisión acuerda:
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1º) Admitir el recurso de casación RCA/2779/2022, preparado por el procurador don Pablo Gutiérrez Fernández
en representación de doña  Almudena , contra la sentencia dictada el 16 de febrero de 2022 por la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura que desestimó el recurso n.º
527/2021.

2º) La cuestión que presenta interés casacional objetivo para la formación de la jurisprudencia consiste en:

Determinar cómo debe interpretarse la expresión "guarderías o centros de educación infantil autorizados"
contenida en el artículo 81.2, párrafo 1º, de la Ley del IRPF que condiciona la aplicabilidad del incremento del
importe de la deducción por maternidad y, en particular, aclarar si debe entenderse que la autorización exigida
por el citado precepto a las guarderías o centros de educación infantil es, en todo caso, la otorgada por la
Administración educativa correspondiente.

3º) Identificar como normas jurídicas que, en principio, habrán de ser objeto de interpretación:

3.1. El artículo 81.2 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes
y sobre el Patrimonio.

3.2. El artículo 69.9 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas aprobado por Real
Decreto 439/2007, de 30 de marzo.

Ello sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras si así lo exigiere el debate finalmente trabado
en el recurso, ex artículo 90.4 de la LJCA.

4º) Publicar este auto en la página web del Tribunal Supremo.

5º) Comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto.

6º) Para su tramitación y decisión, remitir las actuaciones a la Sección Segunda de esta Sala, competente de
conformidad con las normas de reparto.

El presente auto, contra el que no cabe recurso alguno, es firme ( artículo 90.5 de la LJCA).

Así lo acuerdan y firman.
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